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SENTENCIA 

SALA CONSTITUCIONAL 

TRIBUNAL SUPREMO DE JUSTICIA 

REPOSICIÓN DE CAUSA NO ES PROCEDENTE POR FALTA DE NOTIFICACIÓN 

DEL CONSEJO COMUNAL 

En fecha 29 de octubre de 2015, la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, con 

ponencia del Magistrado Ponente: Marcos Tulio Dugarte Padrón, expediente número 15-0814, 

dictó sentencia en la que declaró con carácter vinculante que no debe reponerse la causa por falta 

de notificación de un consejo comunal en las demandas por prestación de servicio público, cuando 

el mismo no esté directamente relacionado con el caso y así expresó: 

“…Determinada la competencia, pasa esta Sala a conocer del presente recurso de 

apelación contra la sentencia dictada por la Corte Primera de lo Contencioso 

Administrativo el 8 de mayo de 2015, interpuesto oportunamente, a tenor de lo 

establecido en el artículo 35 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías 

Constitucionales, el 11 de mayo de 2015. 

Asimismo, aprecia esta Sala que el 21 de julio de 2015 la parte accionante presentó ante 

esta Sala escrito contentivo de los fundamentos de su apelación, lo cual lo hace 

tempestivo, de conformidad con el criterio establecido en la sentencia N° 442 del 4 de 

abril de 2001 (caso: Estación de Servicio LosPinos). En virtud de lo anterior, procede a 

examinarse la pretensión de la parte actora-apelante y al efecto se hacen las siguientes 

consideraciones: 

En primer lugar, debe esta Sala hacer referencia al alegato esgrimido por la apelante en 

cuanto a la necesidad de interpretar el artículo 68, numeral 1 de la Ley Orgánica de la 

Jurisdicción Contencioso Administrativa, relativo a las notificaciones en el 

procedimiento breve contenido en dicha Ley, aplicable a los reclamos por la omisión, 

demora o deficiente prestación de los servicios públicos y que es del siguiente tenor: 

“Notificaciones. 

Artículo 68. En el caso previsto en el numeral 1 del artículo 65 de esta Ley, deberá 

notificarse a: 
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1. La Defensoría del Pueblo, al Instituto para la Defensa de las Personas en el 

Acceso a los Bienes y Servicios (INDEPABIS) y a los consejos comunales o locales 

directamente relacionados con el caso. 

2. El Ministerio Público. 

3. Cualquiera otra persona o ente público, privado o del Poder Popular relacionado 

con el asunto, a solicitud de parte o a juicio del tribunal.” 

Dicha solicitud deviene del hecho de que la decisión dictada en alzada, en el marco de 

una demanda por omisión de prestación del servicio de agua potable repuso la causa al 

estado de practicar las notificaciones en primera instancia, por la falta de notificación 

del consejo comunal de la zona, lo cual, alega la parte accionante, atentaría contra el 

deber de administrar justicia por parte del Juzgado Superior Octavo en lo Civil y 

Contencioso Administrativo de la Región Capital. 

Efectivamente, considera esta Sala que para poder dilucidar si en el presente caso hubo 

alguna violación de los derechos constitucionales de la parte accionante, es imperioso 

determinar el alcance de la norma citada y cuáles son los efectos de su incumplimiento 

dentro del proceso. 

En primer término, de un análisis literal de la norma, se desprende que en aquellos casos 

en que se demande la prestación de un servicio público, es necesaria la notificación de 

la Defensoría del Pueblo, lo cual obedece a que este órgano constitucional tiene entre 

sus funciones la de velar por el correcto funcionamiento de los servicios públicos y 

amparar y proteger los derechos e intereses legítimos de los ciudadanos en esta materia, 

de conformidad con lo previsto en el artículo 281, numeral 2, de la Constitución de la 

República Bolivariana de Venezuela, así como notificar al órgano del ejecutivo nacional 

encargado de la defensa de los derechos de los consumidores y usuarios de bienes y 

servicios, además de los consejos comunales o locales directamente relacionados con el 

caso, así como a cualquier otro ente público o privado, o del Poder Popular relacionado 

con el asunto, a juicio del juez o a solicitud de parte. 

En este sentido, no cabe duda en cuanto a la intención del legislador de convocar al 

juicio a los órganos del Poder Público y del Poder Popular para que puedan intervenir 

en el mismo, razón por lo cual la notificación de los consejos comunales es necesaria, 

siempre que estén directamente relacionados con el caso, para lo cual debe dilucidarse 

cuándo es que estas manifestaciones del Poder Popular están directamente relacionadas 

con una demanda atinente al reclamo por la prestación de un servicio público. 

Los consejos comunales, de conformidad con la Ley Orgánica de los Consejos 

Comunales y la Ley Orgánica del Poder Popular, son instancias de participación, 

articulación e integración entre los ciudadanos y las ciudadanas y las diversas 

organizaciones comunitarias, movimientos sociales y populares, que permiten al pueblo 

organizado ejercer el gobierno comunitario y la gestión directa de las políticas públicas 

y proyectos orientados a responder a las necesidades, potencialidades y aspiraciones de 



 
3 

 

 
Av. Libertador, Edificio Multicentro Empresarial del Este, Edificio Miranda, Piso 11, Oficina B-113, Chacao, Caracas – Miranda 

Zona Postal 1060, Venezuela. Teléfonos: +58.212.2635902 +58.212.2637902 Fax: +58.212.2660079. 
www.zaibertlegal.com - escritorio@zaibertlegal.com 

 

las comunidades, lo cual incluye la prestación de servicios públicos, a tenor de lo 

dispuesto en el artículo 184 de la Constitución, que prevé la descentralización y 

transferencia a las comunidades y grupos vecinales organizados de la administración y 

prestación de servicios públicos, así como en el Decreto con Rango Valor y Fuerza de 

Ley Orgánica para la Gestión Comunitaria de Competencias, Servicios y Otras 

Atribuciones. 

De esta forma, los consejos comunales directamente relacionados con un caso de 

prestación de servicios públicos son aquellos que tengan una incidencia o interés directo 

en su prestación, bien sea porque lo administren, o porque participen en la regulación, 

evaluación o control del mismo, especialmente en los casos de aquellos servicios que 

por sus características implican para su ejecución una afectación general de la 

comunidad. 

A diferencia de lo sostenido por la parte accionante, el hecho de que la norma establezca 

la notificación del consejo comunal directamente relacionado con el caso, no es una 

excepción al deber jurisdiccional de notificar a estos entes del Poder Popular, sino por el 

contrario, una determinación de cuándo deben ser convocados, lo cual no tiene margen 

de duda si se trata de un servicio público administrado por estas instancias de 

participación popular, pero cuando se trata de servicios públicos domiciliarios, como lo 

es la prestación del servicio de agua potable, que nos ocupa en el presente caso, 

prestado por una empresa administrada en un ámbito distinto al comunitario, debe 

determinarse si la prestación de tal servicio tiene incidencia en el radio de acción del 

consejo comunal, por lo que tendría que establecerse de conformidad con el espacio 

geográfico en el que se desenvuelve el consejo comunal y las áreas del quehacer social 

en el que desarrolla sus actividades, lo cual, resultaría sumamente complejo para el 

recurrente o el juez al momento de admitir la demanda, por lo que para satisfacer este 

requisito legal, debe utilizarse un criterio geográfico, es decir, que de no estar 

concretamente identificado un consejo comunal directamente relacionado con el caso, 

debe notificarse al consejo local de planificación pública con competencia en el lugar 

donde se originó el reclamo por la prestación del servicio público, para que sea este 

órgano el que ponga en conocimiento de dichas instancias de participación popular de la 

existencia de la demanda. 

Ahora bien, la falta de cumplimiento de este requisito legal fue lo que motivó a que en 

la sentencia accionada se repusiera la causa al estado de notificar en primera instancia, 

arguyendo el accionante que se trata de una reposición inútil y contraria a la 

consecución de la justicia material en virtud de un formalismo. 

El artículo 257 de la Constitución de la República establece el proceso como 

instrumento fundamental para alcanzar la justicia, además de que debe ser breve y no 

sacrificarse este fin por formalidades no esenciales. En el caso que estamos analizando, 

el proceso cuya reposición se ordenó se trata de un procedimiento breve previsto en la 

Ley para poder ejercer reclamos en materia de servicios públicos, razón por la cual debe 
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garantizarse que la Administración de Justicia sea eficaz y célere, por lo que si bien la 

norma establece la notificación de los consejos comunales directamente relacionados 

con el caso, debe evitarse una reposición inútil de la misma, especialmente cuando no 

consta en autos que alguna de estas instancias de participación popular, o la comunidad, 

esté efectivamente afectada o relacionada con la petición de un ciudadano de que se le 

preste un determinado servicio público, por lo que la interpretación de esta norma no 

puede hacerse de forma tal que entorpezca el acceso del ciudadano a la jurisdicción, 

sino por el contrario garantizar su posibilidad de hacer valer sus derechos, así como la 

participación de la comunidad organizada, cuando ésta esté relacionada con la causa. 

De esta forma, la reposición de la causa a solicitud de la parte demandada, por la falta 

de una notificación a un tercero (consejo comunal) no resulta cónsona con la finalidad 

del proceso, que en este caso es garantizar el acceso a los órganos de justicia para 

ejercer lo que considera su derecho en relación con la prestación de un servicio público, 

por lo que tal reposición solo debe proceder a instancia del Consejo Comunal 

directamente relacionado con el caso que demuestre que la comunidad de la cual 

proviene se vería afectada por las resultas del juicio. 

En este punto, en aras de satisfacer el requisito legal de notificación a los consejos 

comunales puede ser subsanado por el juez de alzada, ordenando la notificación del 

Consejo Local de Planificación, pero la reposición de la causa solo operaría a petición 

del Consejo Comunal que demuestre que los derechos e intereses de la comunidad 

podrían de algún modo verse afectados por el resultado del juicio, ya que el requisito de 

esta notificación es salvaguardar los intereses generales de la colectividad organizada a 

través del consejo comunal, no pudiendo arrogarse tal condición la empresa prestadora 

del servicio público dilatando el proceso judicial incoado en su contra, especialmente 

cuando no es clara cuál es la relación directa que puede tener el consejo comunal con la 

prestación de un servicio público a un ciudadano en particular. 

En virtud de todo lo anterior, esta Sala observa que en el presente caso, la decisión de la 

Corte Primera de lo Contencioso Administrativo, objeto de esta apelación, debió 

proteger los derechos constitucionales de la parte accionante, ya que el fallo impugnado, 

al reponer la causa a solicitud de la parte demandada sin comprobar la existencia de un 

interés directo de la comunidad o de un consejo comunal directamente relacionado con 

la causa, vulneró los derechos constitucionales al debido proceso, al proceso como 

instrumento para alcanzar la justicia y a la tutela judicial efectiva, previstos en los 

artículos constitucionales 49 y 257, por lo que resulta necesario declarar con lugar la 

presente apelación y en consecuencia se revoca la referida sentencia de la Corte Primera 

de lo Contencioso Administrativo y se declara con lugar la acción de amparo 

constitucional incoada contra la sentencia dictada, el 18 de diciembre de 2014, por el 

Juzgado Superior Octavo en lo Civil y Contencioso Administrativo de la Región 

Capital, la cual se deja sin efectos, razón por la cual se ordena al juez del referido 

órgano judicial que prosiga con el conocimiento de la causa en segunda instancia, previa 

notificación del Consejo Local de Planificación correspondiente y que una vez que 



 
5 

 

 
Av. Libertador, Edificio Multicentro Empresarial del Este, Edificio Miranda, Piso 11, Oficina B-113, Chacao, Caracas – Miranda 

Zona Postal 1060, Venezuela. Teléfonos: +58.212.2635902 +58.212.2637902 Fax: +58.212.2660079. 
www.zaibertlegal.com - escritorio@zaibertlegal.com 

 

conste en el expediente dicha notificación, continúe con la sustanciación de la misma 

hasta dictar la correspondiente sentencia. Así se decide. 

En virtud de la anterior declaratoria, resulta innecesario que esta Sala se pronuncie en 

cuanto al resto de los alegatos de las partes. Así se declara. 

Vista la trascendencia de la anterior interpretación, esta Sala fija sus efectos vinculantes, 

en cuanto a evitar reposiciones inútiles en los procesos judiciales relacionados a 

demandas por prestación de servicios públicos, cuando no determine el juez que la falta 

de notificación de un consejo comunal directamente relacionado con el caso puede 

afectar los intereses de dicha comunidad. Así se declara. 

DECISIÓN 

Por las razones precedentemente expuestas, esta Sala Constitucional del Tribunal 

Supremo de Justicia, en nombre de la República por autoridad de la Ley, declara: 

Primero: CON LUGAR la apelación ejercida por el ciudadano OTONIEL PAUTT 

ANDRADE, por lo que se REVOCA la sentencia dictada por la Corte Primera de lo 

Contencioso Administrativo que declaró improcedente la acción de amparo 

constitucional intentada por dicho ciudadano contra la sentencia dictada, el 18 de 

diciembre de 2014, por el Juzgado Superior Octavo en lo Civil y Contencioso 

Administrativo de la Región Capital, que declaró con lugar la apelación interpuesta 

contra el fallo dictado, el 15 de abril de 2014, por el Juzgado del Municipio Zamora del 

Estado Miranda, con ocasión de la demanda por omisión de prestación de servicio de 

agua potable incoada contra la sociedad mercantil C.A. Hidrológica de la Región 

Capital. 

Segundo: Se DEJA SIN EFECTOS la sentencia dictada el 18 de diciembre de 2014 

por el Juzgado Superior Octavo en lo Civil y Contencioso Administrativo de la Región 

Capital, que declaró con lugar la apelación interpuesta contra el fallo dictado el 15 de 

abril de 2014 por el Juzgado del Municipio Zamora del Estado Miranda. 

Tercero: Se ORDENA al Juzgado Superior Octavo en lo Civil y Contencioso 

Administrativo de la Región Capital NOTIFICAR al Consejo Local de Planificación 

correspondiente al municipio Zamora del estado Miranda de la tramitación de la 

demanda por prestación de servicio público incoada por el ciudadano Otoniel Pautt 

Andrade y una vez que conste en el expediente dicha notificación, continuar con la 

tramitación de la causa hasta la sentencia definitiva. 

Cuarto: Se fija el CARÁCTER VINCULANTE de la presente interpretación y 

se ORDENA la publicación íntegra del presente fallo en Gaceta Judicial y en la Gaceta 

Oficial de la República Bolivariana de Venezuela, bajo el título “Sentencia de la Sala 

Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia con carácter vinculante, en cuanto a 

que no debe reponerse la causa por falta de notificación de un consejo comunal en las 

demandas por prestación de servicio público, cuando el mismo no esté directamente 

relacionado con el caso”. 
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La referida decisión fue publicada en la Gaceta Oficial de la República en fecha 02 de diciembre 

de 2015. Para revisar la sentencia completa, pulse aquí o siga el siguiente vínculo: 

http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/octubre/182460-1347-291015-2015-15-0814.HTML 

02 de diciembre de 2015 

 

*El presente boletín fue preparado y divulgado por ZAIBERT & ASOCIADOS. Su propósito 

es difundir información de interés general en materia jurídica. El contenido de este informe 

no puede ser interpretado como una recomendación o asesoría para algún caso específico. Se 

recomienda consultar especialistas en la materia para la aplicación de su contenido. Quedan 

expresamente reservados todos los derechos. 
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